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LA IMPUTACIÓN Y LA INVESTIGACIÓN FISCAL
Miguel Ángel A. Falla Rosado 
RESUMEN 
Este trabajo surge a raíz de la vigencia de la vigencia del nuevo Código Procesal y por los 
problemas que el autor ha podido constatar en el ejercicio de la judicatura (primero), de la 
defensa y en las aulas, donde se establece que la forma de enseñanza actual de derecho, lleva 
siempre al operador jurídico, una vez planteado unos hechos con alguna connotación penal, a 
realizar una calificación jurídica, sin tener claramente delimitado los hechos, sin que se establezca 
el grado de participación e intervención, circunstancias de modo lugar y tiempo, para que el 
pretensor pueda dirigir óptimamente una investigación y el imputado ejerza cabalmente su 
derecho de defensa.    
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I. INTRODUCCIÓN 
Mediante Decreto Legislativo Nº 957, publicado el 29 de julio de 2004 en el diario oficial “El 
Peruano”, se promulgó en el país el Nuevo Código Procesal Penal, dando así paso a un nuevo inicio 
del proceso penal peruano, el cual enmarcaba dentro de su esencia, una estructura estratégica en 
el manejo de la investigación preparatoria.  
Por ello, se dice que los Fiscales al momento de dar inicio a una investigación persecutoria, 
deberán delimitar los hechos que engloban la estructura de un acto delictivo, pues en base a 
dichos hechos se postulará la imputación correspondiente el cual será el núcleo fundante de la 
investigación y consecuentemente, de todo el proceso.  
El art. 14.31 del Pacto Internacional de Derechos civiles y Políticos y el art. 8.22 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos cuando hacen referencia a las garantías procesales que debe 
proteger todo sistema judicial, prescriben claramente que al momento de dar inicio a un proceso 
de persecución penal, se tiene que dejar bien en claro el motivo por el cual se le está acusando, es 
decir, hace mención que ya desde el primer momento que se quiera realizar una acción penal 
contra un supuesto infractor, la imputación debe de precisarse y todo ello, con la mayor salvedad 
que se puede poner en peligro la libertad del imputado y, al no saber de qué defenderse, si no se 
expresa de forma detallada qué hecho es el que se le imputa, la defensa que pudiera ejercer el 
1 Pacto Internacional de Derechos civiles y Políticos. Artículo 14 
(…) 
3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las siguientes
garantías mínimas: 
a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, de la naturaleza y causas
de la acusación formulada contra ella (…) 
2
 Convención Americana de Derechos Humanos. Artículo 8 
(…) 
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca
legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las 
siguientes garantías mínimas: 
b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada (…)”








      IUS Revista de Investigación Jurídica - Doctrina 
ISSN2222-9655  
supuesto infractor no giraría sobre un eje coherente, vulnerando así el derecho de defensa del 
acusado y el debido proceso. 
Por otro lado, nuestra Constitución, si bien es cierto no hace una presión concreta en dicho tema, 
en sus artículos 2.24.f3 y 139.54, señala  indirectamente que todo proceso de persecución penal 
tiene que estar debidamente motivada y al momento de realizar alguna acción que ponga en 
peligro la libertad del presunto inculpado, debe fijarse claramente la imputación del presunto 
hecho delictivo, en otras palabras, el fiscal al momento de realizar la persecución penal, deberá 
fijar claramente el supuesto hecho ilícito, generando de esta forma una garantía al derecho de 
defensa, el debido proceso y la motivación de las resoluciones y/o disposiciones que pongan en 
peligro la libertad de la persona. 
II. LA IMPUTACIÓN. ORIGEN
Antes de poder empezar con el estudio de este apartado es importante señalar que cuando se 
habló en un primer momento de imputación se hacía únicamente en el ámbito penal5 y no, en el 
procesal penal –el cual nos ocupa desarrollar en este capítulo-, toda vez que es un concepto que 
surge a raíz de la llama teoría de la imputación objetiva.  
3
 Constitución Política del Perú. Artículo 2 
(…) 
24. A la libertad y a la seguridad personales. En consecuencia:
(…) 
f. Nadie puede ser detenido sino por mandamiento escrito y motivado del juez o por las autoridades
policiales en caso de flagrante delito. El detenido debe ser puesto a disposición del juzgado correspondiente, 
dentro de las veinticuatro horas o en el término de la distancia. 
4
 Artículo 139 
Son principios y derechos  de la función jurisdiccional: 
(…) 
5. La motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las instancias, excepto los decretos de mero
trámite, con mención expresa de la ley aplicable y de los fundamentos de hecho en que se sustentan. 
5
 Cfr. SANCHEZ OSTIZ, Pablo. Imputación y Teoría del Delito,  Buenos Aires, BdeF, 2008, p. 14. 
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Al hablar sobre el origen de la imputación nos remontamos a la teoría de la imputación del filósofo 
del derecho natural Samuel Pufendorf. Sin embargo, las reflexiones que se han realizado con 
referencia al derecho penal en las últimas décadas han ligado siempre al concepto de imputación 
con el de imputación objetiva. Pero, es equivocado entender que la imputación objetiva ha nacido 
recién con las teorías de Jakobs, o que quizás no sea tan reciente y haya llegado a la par con la 
teoría de Roxin6; por ello, el concepto de imputación, no hay que entenderlo como nuevo, sino 
más bien que ha sido un concepto que ha ido evolucionando en el transcurso de la dogmática 
jurídica y se puede establecer como punto de partida en el iusnaturalismo racionalista del siglo 
XVIII y, continuando su tratamiento y desarrollo en los penalistas hegelianos del siglo XIX.  
Sin duda, la imputación ha venido caminando en el transcurso de los siglos como un concepto 
variable, esto no quiere decir que sea una mera evolución de la terminología, sino de un cambio 
más profundo. Es el profesor Pufendorf, como se mencionó en un comienzo, quién desarrolla de 
forma clara el concepto de imputación. 
La imputación, a entender de Pufendort7, tiene su origen en la libertad, la cual va a ser entendida 
en que toda acción que realiza el agente es un hecho que puede traer consigo algunas 
consecuencias; en la medida que dicho concepto encuentra su fundamento en la denominada 
causa libera su fundamento en la denomina causa libera, es decir, que la imputación es la 
identificación del origen de un evento, donde el punto de partida es el actuar libre de una 
persona. Por ello, cuando hablamos de imputación siempre se hace referencia a un hecho que 
tiene su origen en la realidad porque nace por motivo de una causa libre que realiza el agente de 
la acción. 
III. NATURALEZA JURÍDICA
Cuando hablamos de Imputación hacemos siempre referencia al principio de la imputación 
necesaria, por ello, cuando la doctrina en las pocas veces que ha hecho alusión a la naturaleza 
jurídica de dicho concepto, lo ha realizado en  expresión al principio antes señalado. 
6
Cfr. ROLERO SANTURIAN, Carlos, La Imputación Objetiva del Comportamiento Sexual, ÁBACO, 
Buenos Aires, 2004, p. 30. 
7
 Crf.  SANCHEZ OSTIZ, Pablo. Op. cit. p. 16. 
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Con respecto a la naturaleza jurídica del Principio de Imputación necesaria, se dice que tiene una 
triple naturaleza8: Fundamental, Constitucional y Procesal. 
a. Como Derecho Fundamental:
En este término el principio de imputación adquiere de forma muy profunda la naturaleza 
de un derecho fundamental por ser parte inherente de un derecho fundamental que es el 
derecho de defensa, de ahí que su carácter de fundamental se origina directamente del 
derecho de defensa. 
b. Como Derecho Constitucional:
La regulación tácita del principio de imputación manifiesta una naturaleza jurídica 
constitucional al ser establecido en la Constitución Política de cada Estado. 
c. Como garantía procesal:
El carácter procesal del principio de imputación se adquiere de los principios de legalidad y 
de defensa que se establecen dentro de todo proceso penal, al ser la herramienta más 
directa que se utiliza al momento de querer perseguir un supuesto de hecho delictivo. 
IV. CARACTERÍSTICAS
Es muy difícil poder precisar claramente las características que reúne la imputación, pero 
atendiendo a lo antes expuesto y la premisa de que todo tiene algo que lo identifica: 
 Es una garantía procesal9: tiene su fundamento en los principios procesales de legalidad y
defensa procesal, principios que hace de la imputación una garantía intrínseca para el
buen desarrollo del proceso penal.
 Tiene un carácter omnipresente10: se encuentra durante toda la duración del proceso
penal, es decir, desde su inicio y se dicte una resolución que ponga fin al proceso.
8
 ARBUROLA VALVERDE, Alan. El principio de Imputación en el Proceso Jurídico, [en línea] [Ref. de 
13.V.2012]. Disponible en Web: http://www.mailxmail.com/curso-principio-imputacion-proceso-
juridico/naturaleza-juridica. 
9
 Cfr. SAN MARTIÍN CASTRO, César. Derecho Procesal Penal Volumen I, Jurídica GRIJLEY, Lima, 2000, 
p. 298.
10
 Cfr. REÁTEGUI SÁNCHEZ, James. Alcances del Principio de Imputación Necesaria en el Código 
Procesal Penal de 2004, Revista Peruana de Derecho Penal, Nº 28, Gaceta Jurídica, Lima, 2011, p. 296. 
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 Y por último, responde a una trilogía descriptiva: se presenta como una narración
detallada, precisa y circunstancial de un hecho determinado.
V. LA IMPUTACIÓN COMO GARANTÍA PROCESAL 
La necesidad de poder tener como garantía un mínimo de precisión de los cargos racionalmente 
planteados por parte de la fiscalía surge en primera línea dentro de los Tratados Internacionales 
sobre Derechos Humanos, específicamente, los artículos 9.211 y 14.312 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, los artículos 7.413 y 8.214 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos, los artículos 5.215 y 6.3.a16 del Convenio Europeo de Derecho Humanos, todos los cuales 
hacen referencia a las garantías procesales que deben proteger todo sistema judicial, 
prescribiendo claramente que al momento de dar inicio a un proceso de persecución penal, se 
tiene que dejar bien en claro el motivo por el cual se le está acusando, es decir, que todo proceso 
penal tiene que tener una imputación dirigida a un supuesto infractor, además, que dicha 
imputación debe de precisa. 
Nuestra Constitución, si bien es cierto no hace una descripción concreta en dicho tema, en sus 
artículos 2.24.f17 y 139.518, prescribe indirectamente que todo proceso de persecución penal tiene 
11
 Pacto Internacional de Derechos civiles y Políticos. Artículo 9 
(…) 2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, de las razones de la misma, y 
notificada, sin demora, de la acusación formulada contra ella. 
12 Pacto Internacional de Derechos civiles y Políticos. Artículo 14 
(…) 3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las 
siguientes garantías mínimas: a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma 
detallada, de la naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella. 
13
 Convención Americana de Derechos Humanos. Artículo 7 
(…) 4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y notificada, sin 
demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 
14
 Convención Americana de Derechos Humanos. Artículo 8 
(…) 2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se 
establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a 
las siguientes garantías mínimas: a) (…); b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación 
formulada. 
15
 Convenio Europeo de Derecho Humanos. Artículo 5 
(…) 2. Toda persona detenida debe ser informada, en el plazo más breve posible y en una lengua que 
comprenda, de los motivos de su detención y de cualquier acusación formulada contra ella. 
16
 Convenio Europeo de Derecho Humanos. Artículo 6 
(…) 3. Todo acusado tiene, como mínimo, los siguientes derechos: a) a ser informado, en el más breve plazo, 
en una lengua que comprenda y de manera detallada, de la naturaleza y de la causa de la acusación 
formulada contra él. 
17
 Constitución Política del Perú. Artículo 2 
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que estar debidamente motivada y al momento de realizar alguna acción que ponga en peligro la 
libertad del presunto inculpado, debe fijarse claramente la imputación del presunto hecho 
delictivo, en otras palabras, el fiscal al momento de realizar la persecución penal19, deberá fijar 
claramente el supuesto hecho ilícito, generando de esta forma una garantía al derecho de 
defensa, el debido proceso y la motivación de las resoluciones y/o disposiciones que pongan en 
peligro la libertad de la persona. 
VI. LA IMPUTACIÓN Y LA INVESTIGACIÓN FISCAL
El CPP del 2004 ha denominado a la etapa de investigación como la etapa –valga la redundancia- 
de investigación preparatoria, la misma que se subdivide en: a) investigación preliminar, donde se 
realizan las diligencias eminentemente urgentes y, b) en investigación preparatoria estrictamente, 
(…) 24. A la libertad y a la seguridad personales. En consecuencia: 
(…) f. Nadie puede ser detenido sino por mandamiento escrito y motivado del juez o por las autoridades 
policiales en caso de flagrante delito. El detenido debe ser puesto a disposición del juzgado correspondiente, 
dentro de las veinticuatro horas o en el término de la distancia. 
18
 Constitución Política del Perú. Artículo 139 
Son principios y derechos  de la función jurisdiccional: 
(…)5. La motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las instancias, excepto los decretos de 
mero trámite, con mención expresa de la ley aplicable y de los fundamentos de hecho en que se sustentan. 
19
 Acuerdo Plenario Nº 2-2012/CJ-116, fundamento número 10: “(…) la garantía de defensa procesal, 
desarrollada por el artículo IX del Título Preliminar del NCPP, incluye, aparte de los llamados ‘derechos 
instrumentales  (derecho a la asistencia de abogado, utilización de medios de prueba pertinente, a no 
declarar contra sí mismo y a no confesarse culpable), los denominados ‘derechos sustanciales’, que son 
presupuestos básicos de su debido ejercicio, entre ellos la comunicación detallada de la imputación 
formulada contra el imputado. Su efectividad, sin duda, como correlato del conocimiento de los cargos 
(artículo 72.2, ‘a  NCPP), requiere inexorablemente de que los hechos objeto de imputación en sede de 
investigación preparatoria (vid: artículo 342.1 NCPP) tengan un mínimo nivel de detalle que permita al 
imputado saber el suceso histórico que se le atribuye y la forma y circunstancias en que pudo tener lugar. 
Tal dato es indispensable para que pueda ejercer una defensa efectiva, la cual no puede quedar rezagada a 
la etapa intermedia o a la etapa principal de enjuiciamiento: la defensa se ejerce desde el primer momento 
de la imputación (vid: artículo 139.14 de la Constitución), que es un hecho procesal que debe participarse a 
quien resulte implicado desde que, de uno u otro modo, la investigación se dirija contra él, sin que haga falta 
un acto procesal formal para que le reconozca viabilidad. 
Es evidente, a partir del modelo procesal asumido por el NCPP, que el imputado, en un primer momento, 
deberá acudir al propio Fiscal para solicitar las subsanaciones correspondientes en orden a la precisión de 
los hechos atribuidos -este derecho de modo amplio lo reconoce el artículo 71.1 NCPP”. 
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donde se tiene como inicio la formalización misma de la investigación fiscal. Esta etapa es dirigida 
exclusivamente por el Ministerio Público y tiene como finalidad el poder reunir los elementos de 
convicción, de cargo y de descargo, que le permitan al fiscal decidir las acciones a tomar con 
respecto al hecho investigado, es decir, si formula o no acusación y al imputado, la preparación de 
su defensa20. A diferencia del C. de PP de 1940, la fase de investigación en cierta medida es una 
sola y comprende exactamente desde las diligencias iniciales hasta la investigación preparatoria 
propiamente dicha. 
En el antiguo Código de Procedimientos Penales, específicamente, en el artículo 77º la exigencia 
de una imputación al momento de iniciar la investigación preliminar es sostenida de forma 
indirecta en el auto apertorio de la instrucción cuando señala en su primer párrafo: “(…) el auto 
será motivado y contendrá en forma precisa los hechos denunciados, los elementos de prueba en 
que se funden la imputación (…)”. Sin duda, se fija como requisito esencial una imputación del 
supuesto hecho delictivo -en dicho caso de forma previa- que dará inicio a la investigación y que 
además de ello, tendrá que fundarse en elementos de prueba que avalen en un cierto grado de 
certeza la posible comisión de un hecho ilícito; cosa distinta y curiosa sucede con el Código 
Procesal Penal del 2004, el cual se encuentra vigente en la mayoría de los distritos judiciales del 
Perú, donde ni de forma indirecta y directa hace mención a la exigencia de una imputación al 
momento de dar inicio a la investigación preliminar, sino que lo hace en forma ambigua, cuando 
en su artículo 65º del Código adjetivo en mención se hace referencia a la investigación del delito y 
señala en su inciso 3: “Cuando el fiscal ordene la intervención policial, entre otras indicaciones, 
precisará su objeto y de ser el caso, las formalidades específicas que deberán reunir los actos de 
investigación para garantizar su validez”, en tal sentido, el objeto al que se hace referencia es la 
razón hipotética en que girará su investigación, en otras palabras, en la imputación previa que 
tendrá como contenido un supuesto de hecho que tendrá como finalidad dar sentido a la 
investigación Fiscal y que en el transcurso de ella se tratará de perfeccionar para poder así llegar a 
una conclusión especifica, la cual dará como resultado una imputación concreta que genera un 
grado de certeza en la existencia de un hecho delictivo o, por otro lado, la determinación de la no 
existencia de una conducta antijurídica que no generará una sanción penal.     
20
 La Sala Permanente de la Corte Suprema, con respecto a este sentido, ha señalado: Casación Nº 02-2008-La 
Libertad, Sala Penal Permanente, considerando séptimo “la etapa de investigación preparatoria presente a su 
vez dos sub-etapas: la primera correspondiente a las diligencias preliminares y, la segunda que corresponde 
a la investigación preparatoria propiamente dicha” 
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De la misma manera, el art. 336.2 del CPP cuando regula la formalización y continuación de la 
investigación preparatoria, señala de manera breve la existencia de una imputación previa, pues 
manifiesta: “la Disposición de formalizar contendrá: a) el nombre del imputado; b) los hechos y 
tipificación especifica correspondiente. El Fiscal podrá si fuera el caso, consignar tipificaciones 
alternativas al hecho objeto de investigación, indicando los motivos de esa calificación (…)”, 
debiendo entender  entonces, que al existir un imputado, también debe existe una imputación 
que encierre y sea objeto de la investigación, pues sería ilógico que estemos hablando de un 
imputado, sin un pronunciamiento anterior el cual señale algún presunto hecho delictivo. 
La investigación preparatoria en este sentido, ha de armonizar cualquier conflicto existente entre 
la función persecutora del Ministerio Público y el principio de imputación necesaria. La 
delimitación de la imputación y/o acusación durante el periodo de investigación cumple una doble 
función21: 1) fija el objeto de la investigación o el proceso penal, el cual tiene sus consecuencias en 
la precisión de los límites de la cosa juzgada o decidida; y b) la existencia de una imputación 
permite poder informar al ciudadano de los cargos por los que se encuentra siendo investigado y 
así, pueda construir una defensa según crea conveniente. El imputado tiene el derecho de poder 
conocer de manera inmediata los hechos presuntamente atribuidos a su persona. 
El Tribunal Constitucional, máximo intérprete de la Constitución, fijando su atención e importancia 
a determinados actos procesales, específicamente en el auto de apertura de la instrucción que 
plasmaba el modelo antiguo al momento de empezar con la investigación fiscal, ha señalado 
claramente que al momento de formular dicho auto se debe fijar un grado de concretización de la 
imputación penal que se le asigne al proceso, pues la existencia de un imputación concreta al 
inicio de un proceso es pieza fundamental para no vulnerar el derecho de defensa que tiene todo 
procesado22.  
21
 Cfr. VILLAVICENCIO PIMENTEL, Edison. Alcances sobre el Principio de Imputación Necesaria o Imputación 




STC. Exp. Nº 8125-2005-PHC-TC: “(…) al momento de calificar la denuncia, será necesario, por 
mandato directo e imperativo de la norma procesal citada, controlar la corrección jurídica del juicio de 
imputación propuesto por el fiscal, esto es, la imputación de un delito debe partir de una consideración 
acerca del supuesto aporte delictivo de todos y cada uno de los imputados…” 
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En el año 2005 el Tribunal Constitucional, ha señalado claramente en el caso Margarita Toledo 
Manrique23 que al momento de formular dicho auto se debe fijar un grado de concretización de la 
imputación penal que se le asigne al proceso, pues la existencia de un imputación concreta al 
inicio de un proceso constituye una pieza fundamental para no vulnerar el derecho de defensa que 
tiene todo procesado. 
En el ámbito internacional el desarrollo jurisprudencia de la Imputación ha sido muy coherente, 
por ejemplo, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Costa Rica, en el Voto 1739-92, ha 
señalado con respecto a dicho tema, que la imputación es un principio que se encuentra inmerso 
en el derecho de defensa el cual es reconocido por la Constitución en su artículo 39º24 y, se 
desarrolla, además extensamente en el Código Procesal Penal y en el artículo 8º de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos.  
La Corte Constitucional colombiana (C-425 de 1997), pronunciándose en relación a dicho tema, 
dejo sentado que: "la responsabilidad penal se finca en el acto que el hombre realiza con voluntad 
(…) el presupuesto de la responsabilidad delictual y de la condigna imposición de una sanción es el 
comportamiento externo de un individuo que pudiendo obrar de otro modo y poseyendo actitud 
psicofísica para comprender el hecho, voluntariamente incurre en el comportamiento merecedor 
de reproche punitivo"25. Asimismo, esta misma La Cámara Penal de la Corte Suprema de Justicia 
de Guatemala en el Expediente No. 43-2002 ha señalado que según el artículo 1226 de la 
23
 STC. Exp. Nº 3396-2005-PHC-TC, Fundamento 17: “Por consiguiente, este Tribunal considera que se ha 
transgredido el Principio Acusatorio, pues la beneficiaria no tiene ocasión de defenderse de todos y cada uno 
de los elementos de hecho que componen las modalidades delictivas previstas para el delito que se le 
atribuye, las mismas que no puede convalidarse por las circunstancias que la favorecida está asistida por un 
abogado defensor, en tanto que, a nivel procesal, al proveer el Código penalidades distintas por ambas 
modalidades, la prognosis de la pena a evaluar para el dictado de la medida cautelar también será diferente,, 
como también lo será la situación jurídica del procesado; irregularidades que, a su vez, transgreden los 
principios de legalidad procesal”.   
24
 Constitución Política de la República De Costa Rica. Artículo 39º 
“A nadie se hará sufrir pena sino por delito, cuasidelito o falta, sancionados por ley anterior y en virtud de 
sentencia firme dictada por autoridad competente, previa oportunidad concedida al indiciado para ejercitar 
su defensa y mediante la necesaria demostración de culpabilidad.” 
25
 PEÑA CABRERA FREYRE, Alonso. El Principio de Imputación Necesaria: Una garantía procesal y 
sustantiva a la vez, derivada del diseño de un sistema penal democrático y garantista. [en línea] [Ref. de 
17.VI.2013]. Disponible en Web:  
http://www.mpfn.gob.pe/escuela/contenido/actividades/docs/2602_02principio_de_imputacion_necesaria.pdf 
26
 Constitución Política de la República de Guatemala. Artículo 12 
“La defensa de la persona y sus derechos son inviolables. Nadie podrá ser condenado, ni privado de sus 
derechos, sin haber sido citado, oído y vencido en proceso legal ante juez o tribunal competente y 
preestablecido.   
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Constitución Política de la República de Guatemala contempla las garantías del derecho de 
defensa que tiene toda persona que se encuentre sindicada de haber cometido un hecho 
tipificado como delito o falta. 
Por ello, Alberto Binder, citado por James Reategui, sostiene que: “es necesario que en el proceso 
exista una imputación concreta; en especial, que el juicio se funde sobre una acusación precisa y 
detallada, que sirva de limite al ámbito de decisión del tribunal”27. La imputación se convierte 
entonces en una manifestación del principio de legalidad y del principio de defensa procesal, pues 
enmarcará la conducta hipotética que conllevará supuestamente a una sanción penal, es decir, 
tendrá que formular una imputación previa a la acusación la cual será el eje central de toda la 
investigación y de la defensa, pues con dicha imputación, el fiscal tratará de acreditar la certeza de 
dicho ilícito o configurarlo de un modo más concreto que conlleve a una sanción penal que irá 
tomando forma y consistencia en el transcurso de la investigación fiscal y así, la defensa podrá 
presentar elementos de investigación que desacrediten la persecución que el ministerio público 
realiza contra su patrocinado. Todo ello atendiendo a que la carga de la prueba la tiene el fiscal y 
es él quien desvirtuará la presunción de inocencia que tiene todo imputado a lo largo del proceso, 
respetando claro está, las garantías que rigen el mismo. 
Los hechos que en realidad suscriben la conducta de la persona como delito son de mucha 
importancia para el derecho, al grado que sin la descripción adecuada de aquellos hechos, el 
derecho penal no podría delimitar en qué momento, circunstancias y agravantes el hecho 
realizado se puede convertir en ilícito. Tal es así, que el nacimiento de un acto reprochable 
normado por el derecho penal, tiene su origen no en el tracto sucesivo de un conjunto de hechos 
suscitados, sino por la relevancia jurídica que se desprende de un acto en concreto ubicado en el 
mar de hechos ejecutados por la persona, es decir, lo que se sanciona no son todos los hechos que 
puede producir la persona humana en determinadas ocasiones, sino que dentro de aquellos actos 
se va configurando una conducta ilícita hipotética que traerá consigo la puesta en peligro de un 
bien jurídico protegido por el Estado, dando así el nacimiento de conductas tipificadas en el 
Código Penal. 
Ninguna persona puede ser juzgada por Tribunales Especiales o secretos, ni por procedimientos que no estén 
preestablecidos legalmente”. 
27
 REÁTEGUI SÁNCHEZ, James. El Control Constitucional en la Etapa de Calificación del Proceso Penal. 
Edit. Palestra. Lima-Perú. 2008. p 17. 
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La imputación del hecho, en definitiva, es de mucha importancia, pues ayuda a definir 
hipotéticamente si nos encontramos en el comienzo de la investigación fiscal o concretamente si 
nos centramos en un hecho acreditado, qué actos humanos pueden ser o no sancionados 
penalmente. 
Roberto Cáceres Julca, sostiene que la imputación es “la afirmación clara, precisa y 
circunstanciada de un hecho concreto, con lenguaje descriptivo, referido al pasado, que permite 
afirmar o negar en cada caso o agregar otros hechos que, conjuntamente con los afirmados, 
amplíen, excluyan o aminoren la significancia penal”28. Es decir, la imputación debe tener como 
presupuesto la afirmación precisa y clara de las circunstancias de un hecho concreto singular de la 
conducta de una persona, el cual pueda delimitar el tiempo, modo y lugar que ubiquen el mundo 
de los hechos en que se llevó a cabo la presunta conducta delictiva.  
Por otro lado, queda expresar, que no hay que entender a la imputación como sinónimo de 
calificativo penal, pues este último, presente una connotación conceptual distinta a la primera. 
Cuando se habla sobre calificativo penal, se hace referencia al nomen iuris que recibe un supuesto 
de hecho con consecuencia jurídico-penal, como por ejemplo: aquel acto que realiza una persona 
cuando  mata a otra se le denomina que ha cometido un “Homicidio” o un “asesinato”. En tal 
sentido, vemos que el calificativo penal no es más que el nombre jurídico que recibe un hecho en 
particular que es considerado como delito por un ordenamiento jurídico. En cambio, la imputación 
es la descripción detallada de los hechos, atendiendo el tiempo, lugar y circunstancia en que 
ocurrieron los mismos, en otras palabras, la imputación es la descripción minuciosa y detalla de un 
hecho en concreto que traerá consigo una sanción penal y el calificativo penal, es el nomen iuris 
que recibe dicha acción para el derecho penal, por ello, hay que tener mucho cuidado, pues 
cuando se trata siempre de fijar la imputación en el proceso, se hace mención en señalar de forma 
detallada y descriptiva cual es el supuesto de hecho que ha realizado el investigado o acusado en 
la realidad (Ej. el día 23 de enero del 2008, aproximadamente a las 10:00 am, en las intersecciones 
de la av. Balta y Bolognesi de la ciudad de Chiclayo, A disparó a B a la altura de la cabeza con un 
revolver calibre 32, causándole la muerte) y no a manifestarse en definitiva que nos encontramos 
en un delito Homicidio.  
28
 CÁCERES JULCA, Roberto. Habeas Corpus contra el auto de apertorio de instrucción. Edit. GRIJLEY  - 
Tomo 10. Lima – Perú. 2008. p. 137. 
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La Imputación tampoco debe entenderse como la simple narración de los hechos que envuelven el 
proceso penal investigado, pues no todo el conjunto de acciones realizadas por el agente son 
consideradas como presupuestos de delitos, es decir, en palabras de Zaffaroni29 no toda conducta 
humana es desvalorada por la sociedad y por lo tanto, no toda conducta es sancionable 
penalmente, por ello, que se debe delimitar (imputar) cuál es dentro del conjunto de hechos 
realizados en un marco de circunstancias generales la conducta que supuestamente configura un 
delito. La descripción de los hechos, si bien, son piezas fundamentales para la construcción de la 
historia delictiva, no pueden ser considerados como una imputación en el inicio de la investigación 
penal, pues como se mencionó no todos los hechos son considerados ilícitos, de esta manera, la 
imputación no es la narración de los hechos en su conjunto, sino el extracto relevante de una 
hecho desvalorado que presupone un acto ilícito con consecuencias penales.    
El art. 349 del CPP sobre la acusación Fiscal expresa claramente la diferencia de estos tres 
conceptos (imputación, hechos y calificativo penal) cuando precisa por ejemplo en su inciso b) que 
la acusación fiscal será debidamente motivada, y tendrá: “La relación clara y precisa del hecho que 
se atribuye al imputado, con sus circunstancias precedentes, concomitantes y posteriores…”, en 
otras palabras, hace la distinción que una cosa es el hecho que se le atribuye al imputado y otra, 
las circunstancias que rodean a dicho acto, hablamos entonces del conjunto de hechos en general. 
De otro lado, cuando prescribe en su inciso f) que la acusación también tendrá “el artículo de la ley 
penal que tipifique el hecho…”. En síntesis, el hecho imputado tendrá una norma penal que la 
desarrolle y por lo tanto, será considerado un delito, con su nomen iuris en concreto, dejando 
claro entonces, que la imputación, no puede ser considerado como sinónimo de calificativo penal, 
ni mucho menos como una narración de hecho en general, pues no todos los actos que se susciten 
en el cuento delictivo son considerados como ilícitos.  
Todo ello ayuda a poder hacer hincapié que la investigación penal es una etapa de mucha 
importancia, pues la buena estructuración del mismo, garantizará la no vulneración de las 
garantías procesales que se consagran en todo el proceso penal y ayudará al fiscal a poder 
determinar concretamente y con grado de certeza30, qué hechos realmente son sancionables 
29
 Cfr. ZAFFARONI, Eugenio Raúl. Manual de Derecho Penal. Parte General I. edit.  Ediciones Jurídicas. 
Lima – Perú. 1998. p. 414. 
30
 Artículo 336 del Código Procesal Penal - Formalización y continuación de la Investigación Preparatoria 
“1. Si de la denuncia, del Informe Policial o de las Diligencias Preliminares que realizó, aparecen indicios 
reveladores de la existencia de un delito (…) que se ha individualizado al imputado (…) dispondrá la 
formalización y la continuación de la Investigación Preparatoria.  
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penalmente, atendiendo así la idea que sólo los hechos que configuren un delito serán 
sancionados penalmente, pues el derecho penal es un derecho de ultima ratio. 
VII. CONCLUSIÓN
La imputación, por último, hay que entenderla como uno de los requisitos esenciales que ayuda a 
dirigir el objeto de la investigación Fiscal, obligando así la explicación por parte del órgano 
persecutor las razones –fundadas en derecho- por las cuales una persona es procesada por un 
hecho delictivo, el cual ha sido imputado en una parte previa a la acusación, concretándose en 
definitiva en esta última; no obstante, la imputación observada desde la óptica del imputado, se 
transforma en el núcleo central del derecho de defensa31 que los tratados internacionales y la 
Constitución le consagra en el transcurso de todo el proceso penal, diferenciándola claramente del 
concepto de calificativo penal.  
2. La Disposición de formalización contendrá:
a) El nombre completo del imputado;
b) Los hechos y la tipificación específica correspondiente. El Fiscal podrá, si fuera el caso, consignar
tipificaciones alternativas al hecho objeto de investigación, indicando los motivos de esa calificación; (…)” 
31
STC. Exp. Nº 8125-2005-PHC-TC: “(…) en caso que el auto apertorio de instrucción no permita al
imputado conocer de manera cierta los cargos que se le imputan, resultaría vulneratorio del derecho de 
defensa…”. 
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